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			NOTA PRELIMINAR

			El libro que el lector tiene en sus manos pretende ofrecer una amplia exposición del ordenamiento jurídico romano dirigida no sólo a los estudiantes de las Facultades de derecho sino en general a los interesados en profundizar en esta materia. No es éste el lugar para defender la conveniencia de que los modernos juristas europeos incorporen a su formación el conocimiento de los fundamentos romanos del derecho actual. Baste ahora recordar que el derecho de Roma y el humanismo cristiano son los principales factores aglutinantes que, de modo más o menos consciente, conserva la civilización occidental.

			La obra se articula en dos partes, la primera de las cuales constituye un marco introductorio en el que se describen el origen y la evolución de las instituciones jurídicas públicas y privadas desde la fundación de Roma hasta el gobierno del emperador Justiniano I; la segunda aborda el tratamiento sistemático de las instituciones jurídico-privadas, centrándose en el denominado período clásico y prestando especial atención al derecho patrimonial. La presentación de los contenidos posee como notas distintivas su particular atención a la organización política, social y económica romana en las diversas épocas históricas, la constante fundamentación del discurso en las fuentes de conocimiento jurídicas y literarias y la intención de mostrar la dinámica del derecho romano en su devenir histórico.

			De modo consciente se renuncia a recortar la información proporcionada sobre cada una de las instituciones. Es cierto que esta tendencia resulta comprensible teniendo en cuenta las actuales necesidades docentes, en especial la reducción del número de horas que los vigentes planes de estudio reservan a la explicación de la materia. No obstante, la vocación de satisfacer las inquietudes de los estudiosos de la disciplina que ha inspirado la confección de este libro ha motivado la inclinación de sus autores por una exposición más amplia que la que estrictamente colmara las exigencias propias de la docencia de una asignatura. A ello se suma, por otra parte, el convencimiento de que, también desde el punto de vista académico, las nuevas metodologías permiten presentar un texto orientado a su lectura y comprensión por el alumno, más que a la memorización de sus contenidos. Este planteamiento se funda en la convicción de que el conocimiento de las instituciones jurídicas se facilita cuando su exposición permite dar respuesta a las posibles preguntas que pueda formular quien se aproxime a ella.

			Por razones didácticas, la obra se divide físicamente en dos volúmenes. En el primero se expone la Introducción histórica, el derecho de personas y de familia y el derecho procesal. El segundo se dedica al derecho patrimonial y se completa con una nota bibliográfica sobre cada una de las partes, con el índice de materias y el de fuentes.

			LOS AUTORES

			Sevilla, 8 de septiembre de 2015.
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			TEMA 1

			CONCEPTO, FUENTES Y PERIODIFICACIÓN DEL DERECHO ROMANO

			I.CONCEPTO DE DERECHO ROMANO

			1.El derecho

			Desde una óptica moderna, se entiende por derecho, en sentido objetivo, el conjunto de principios, instituciones, procedimientos y reglas que, de modo coactivo, ordenan la vida de una comunidad política independiente conforme a la idea de justicia que aquella se forja. Con tal significado, la voz derecho equivale a la expresión ordenamiento jurídico. De esta primera acepción emana la idea de derecho, en sentido subjetivo, entendida como cada una de las facultades que la ordenación jurídica concede a los miembros de la sociedad para el reconocimiento de su posición en la comunidad y para la satisfacción de sus necesidades e intereses particulares.

			Procede centrar la atención en la primera de las dos acepciones enunciadas. Interesa destacar un conjunto de rasgos del derecho —entendido como ordenamiento jurídico—, imprescindibles para comprender el sentido y alcance de este significado del término que se describe. En primer término, se ha de tomar en consideración que el derecho surge porque existen conflictos sociales y posee como finalidad principal prevenirlos y resolverlos cuando ya se han producido. Se llama también derecho a cada uno de los criterios de ordenación que componen el derecho de una comunidad —como ocurre en expresiones como derecho aplicable a un caso—. Estos no son más que soluciones justas a posibles conflictos. De este modo, todo derecho conduce potencialmente a un juicio que determine su existencia y su aplicación al conflicto concreto que se juzga. Esta dimensión judicial del derecho, por la que sólo es jurídico lo que puede ser sometido a la opinión de un juez, se encuentra en la raíz de la concepción d’orsiana del derecho que lo entiende como aquello que aprueban los jueces1 y se sigue en estas páginas. Próximo a la sentencia, el pacto, cuando no afecta al interés público, es también un modo alternativo de creación jurídica. La concepción judicial del derecho no queda ensombrecida por la formulación eminentemente legal de los derechos que se produce en los ordenamientos modernos. En efecto, los criterios jurídicos, al menos en el derecho continental europeo, emanan en buena medida de la ley como su fuente principal, si no única, hasta el punto de que en el lenguaje común es frecuente la confusión entre ley y derecho. Ciertamente la ley es la fuente principal del derecho, que es su contenido. No obstante, esa formulación prescriptiva o normativa del derecho no es óbice para que su aplicación culmine, en último extremo, en un juicio, de modo que el derecho surja finalmente de la sentencia de un juez, del juez supremo en su caso.

			El segundo rasgo del derecho que interesa subrayar es que tiene como contenido propio la regulación de las relaciones interpersonales de modo coactivo. Es propia de la civilización occidental que surge de Roma la nítida distinción entre derecho, moral y religión. La religión y la moral constituyen en determinados contextos el presupuesto y el fundamento de la ordenación jurídica, pero se diferencian de esta por el carácter interpersonal de las relaciones que ordena el derecho y principalmente por la coacción, directa o indirecta, mediante la cual la comunidad política impone a los individuos el cumplimiento de los preceptos comprendidos en la regulación del derecho.

			En tercer lugar, en conexión con los dos rasgos anteriores, se ha de destacar que el derecho es creación del poder público. Toda ordenación jurídica emana de una sociedad políticamente organizada. El derecho nace del poder político, al que corresponde, como una de sus más importantes misiones, declarar cuál es el derecho por el que se rige la sociedad en cada conflicto o determinar las personas u órganos a los que le encomienda ese cometido.

			Un cuarto rasgo radica en la historicidad que caracteriza a toda ordenación jurídica, que se conforma en el marco de un proceso histórico concreto, en el que actúan como condicionantes esenciales las creencias, valores, y modos de organización de la sociedad, que sirven de guía y marcan los límites de la ordenación jurídica, tanto en su contenido como en la orientación de los criterios que la componen. En la medida en que estos criterios son racionales, el derecho tiene vocación de universalidad. Esta tendencia natural hacia la racionalidad y la universalidad de toda ordenación jurídica conduce a la comparación de sus contenidos con modelos teóricos de ordenación, singularmente con el llamado derecho natural, ordenación sustentada en la razón y, por lo tanto, común a todos los hombres. En relación con este punto se debe establecer la conexión existente entre derecho y justicia. Todo derecho se sustenta en la idea de justicia que se ha forjado la sociedad que lo ha creado. Derecho y justicia son realidades distintas que se exigen recíprocamente. El derecho es un instrumento para conseguir que las relaciones sociales se desarrollen de manera justa, de acuerdo con los principios, valores y criterios de reparto de intereses que presiden la vida de una comunidad. La historicidad que se predica de todo derecho se debe extender también a la idea de justicia que constituye su fundamento, que no deja de ser más que la imagen histórica concreta de un modelo racional y universal de justicia.

			Un quinto distintivo del derecho, tal como se le entiende en Occidente, es su carácter científico, en la medida en que los criterios o derechos que se usan para resolver los conflictos y ordenar las relaciones sociales se integran, con independencia de cuál sea su origen, en un sistema ordenado, que se sustenta en unos principios fundamentales y se desarrolla mediante un método propio, que refuerza la racionalidad de la creación jurídica y lo dota de una previsibilidad que se define como seguridad jurídica.

			Existen dos amplias esferas de interés para el derecho, lo público y lo privado. La organización del poder y de los servicios públicos, la defensa del interés general y la existencia de relaciones entre el poder público y los particulares da lugar al derecho público. La necesaria regulación de las relaciones entre particulares origina el derecho privado.

			2.El Derecho de Roma

			El Derecho de Roma —derecho romano— es la ordenación jurídica de la comunidad romana desde su origen hasta el momento en el que se puede considerar finalizada la experiencia histórica de la civilización nacida en el Lacio, que, si bien se extendió en la parte oriental del Imperio hasta el 1453 —fecha de la toma de Constantinopla por los turcos—, desde el ángulo visual de Occidente termina con la coyuntural recuperación del territorio imperial de Italia y, parcialmente, de Hispania, por el emperador Justiniano I (527-565). Las páginas de este libro se dedican a analizar los modos de manifestarse y las características del derecho del que se sirvió Roma a lo largo de su historia.

			Para todo jurista es de capital importancia conocer los antecedentes históricos de su derecho, que explican el origen de las instituciones jurídicas de las que este se compone. Además, existen razones específicas por las que el derecho de Roma debe ser materia fundamental en la formación de cualquier jurista occidental. En efecto, mediante el fenómeno denominado Recepción, a partir del siglo XI, Europa asume para regular su nueva vida urbana gran parte de ese conjunto de principios, instituciones, procedimientos y reglas que constituyen el derecho romano; en particular toda la regulación correspondiente a las relaciones entre particulares, el derecho privado. Vehículo de esa recepción es la recopilación de escritos jurídicos que se elabora por orden de Justiniano y que pasará a la historia con el nombre de Corpus iuris civilis. La compilación justinianea consta de cuatro libros: un manual para la enseñanza —las Instituciones—, dos colecciones de leyes imperiales —el Código y las Novelas— y, principalmente, una exposición general del derecho a través de un conjunto de opiniones doctrinales—el Digesto—. La trascendencia de esta última parte obedece al hecho de que la elaboración del derecho para los particulares se encomendó durante los siglos centrales de la historia de Roma —III a. C. a III d. C.— a un grupo de técnicos independientes del poder, la jurisprudencia, que elaboraba criterios racionales para resolver de un modo justo los conflictos. Tales opiniones jurisprudenciales, que se transmitían a través de obras escritas por sus autores, son recopiladas en el Digesto, esa cuarta parte y núcleo del Corpus iuris civilis a la que se hacía referencia Con la Recepción, la civilización europea incorpora plenamente a su ordenación social el derecho privado romano, hasta el punto de poder afirmarse que el derecho privado europeo es sustancialmente derecho romano.

			Un segundo motivo para profundizar en el conocimiento del sistema jurídico de Roma se encuentra en el propio modo de creación del derecho. Como se ha dicho, el derecho romano, durante su época de mayor esplendor, es producto de una labor técnica, basada en criterios racionales, circunscrita a un objeto preciso —la resolución justa de los conflictos sociales—, con unos principios y un método propio. En este sentido, constituye un modelo de creación jurídica científica o doctrinal. Precisamente por ello el derecho correspondiente a este período central de la civilización romana recibe la denominación de derecho romano clásico.

			Recepción europea, creación científica del derecho y circunscripción del objeto de aquella a las relaciones entre particulares durante la época clásica son los tres parámetros que determinan el enfoque habitual de las exposiciones históricas sobre el derecho de la comunidad romana. En ellas, la ordenación del poder público de Roma en cada uno de sus períodos históricos se contempla como marco o contexto para facilitar la comprensión de los respectivos modos de manifestación y caracteres del derecho privado. No obstante, la experiencia romana proporciona también un modelo de sometimiento del poder y de las relaciones públicas a un orden jurídico que ha influido en distintos momentos y de diversos modos en la configuración del derecho público occidental. En estas páginas se pretende también, por tanto, una exposición de conjunto de la evolución del derecho público romano no supeditada a servir de marco contextual a la explicación de la historia del derecho privado.

			II.NOCIÓN ROMANA DE DERECHO: EL IUS

			3.Etimología

			Derecho en Roma se dice ius, voz que parece originariamente vinculada al ámbito sacral. Para muchos procede de Iuppiter (en genitivo Iovis), divinidad suprema de los romanos; también se la relaciona con diversas raíces presentes en lenguas indoeuropeas orientales —conectadas con el significado de purificación, que indican súplica a los dioses— o con el verbo iungo (unir) y con el sustantivo iugum (yugo). En todas estas hipótesis late el carácter religioso de la más antigua fundamentación del derecho, que enlaza la ordenación justa de la comunidad con la voluntad divina.

			Se debe prescindir de otras etimologías que vinculan el término con iuvo (ayudar), iubeo (ordenar), o incluso —caso de la que proporciona el jurista romano Ulpiano— con iustitia (D. 1, 1, 1 pr. Ulp. 1 Inst.). Este conjunto de hipótesis etimológicas espurias se sustenta en pretensiones ideológicas de fundamentación del derecho sin ninguna base filológica. En concreto, la que hace derivar ius de la palabra justicia, cuando la relación de procedencia entre ellas es exactamente la inversa, se sustenta en el hecho de que la justicia es considerada fin último de la actividad jurídica.

			4.Ius como atributo. Ius en sentido objetivo: derecho como juicio, como criterio, como ordenación.

			Para captar la noción romana de derecho interesa más conocer el uso que se realiza del término en el ámbito jurídico desde el más antiguo período histórico que analizar la tardía e insuficiente reflexión teórica de los juristas romanos sobre ese concepto, en sentido estricto no anterior al siglo II d. C.

			Ius fue en Roma, antes de que fuera cualquier otra cosa, un adjetivo indeclinable de difícil traducción, empleado como atributo de un comportamiento, un acto o una situación de los que se predicaba su adecuación a los principios e instituciones por los que se organizaba la comunidad y, en última instancia, a la voluntad de la divinidad. Tal es el valor que se debe otorgar a expresiones como ius est —en futuro ius esto— para referirse a que un acto o una declaración es conforme con la ordenación de la comunidad, vinculante, derecho. El acto —o manifestación o situación— declarado ius es considerado, en virtud de esa misma declaración, iustus, adjetivo que, para el derecho romano, significa en primer término «conforme al ius».

			En este sentido originario, la determinación de qué sea ius es consecuencia de un proceso histórico en el que actúan e interaccionan los miembros de la comunidad y los órganos del poder político y religioso de ésta, en el contexto y con los límites y condicionantes que se derivan del conjunto de creencias y de formas de organización social que estructuran y guían la vida comunitaria. La conciencia social interiorizó, a través de la sucesión de las generaciones, un conjunto de principios, una serie de exigencias de conducta y una valoración de los diversos intereses susceptibles de colisionar en caso de conflicto que permiten definir criterios de corrección de los actos, de las situaciones o de las declaraciones de los miembros de la comunidad. Esos criterios acaban por constituir instituciones, que pueden entenderse como modos de ordenación estable de determinados intereses sociales y económicos. Las instituciones jurídicas son objeto de pronunciamiento por parte de los órganos políticos mediante actos públicos que implican su fijación para el futuro, y, de modo principal, a través de sentencias que resuelven los conflictos planteados en relación con ellas, estableciendo cuál es el ius para las partes que intervienen en esa controversia. De este modo, es la sentencia, como expresión del ius que resuelve un conflicto, su manifestación definitiva para el caso concreto.

			La actividad de dictar sentencias, eje de esta visión judicial del ius, conecta en Roma con la de elaborar criterios para la resolución justa de los conflictos, que incumbe a la jurisprudencia y se encuentra en la base de la noción romana de derecho expresada en la definición del jurista Celso (s. II d. C.) —citado por Ulpiano— para el cual derecho es el arte de lo bueno y de lo equitativo (ius est ars boni et aequi [D. 1, 1, 1, 1 Ulp. 1 inst.]). De esa definición dinámica del ius, que lo entiende como quehacer y que engloba no solo las sentencias judiciales y las opiniones jurisprudenciales, sino también la actividad normativa y jurisdiccional de los órganos de poder de la comunidad, se llega, por abstracción, a la noción estática de derecho como ordenación de las relaciones sociales con base en una idea de justicia —o derecho romano en sentido objetivo— con la que se iniciaba esta introducción.

			En la definición de Celso, el contenido del ius como ordenación se concreta en lo que es bueno y equitativo. Es conforme al ius (justo) lo que así debe ser considerado con carácter universal por la razón natural en cada caso (bonum et aequum). A esta noción celsina de derecho se llega a través de un proceso histórico plurisecular en el que el ius se desprende de múltiples adherencias de diversa naturaleza que se entrelazaban con él desde su conformación originaria. Ese devenir histórico del ius en Roma es objeto de exposición en la primera parte de esta obra.

			5.Ius en sentido subjetivo

			En las fuentes romanas se emplea también la palabra ius entendida como facultad que reconoce el ius (en sentido objetivo) a una persona, presente en expresiones como ius utendi fruendi (derecho de usar y disfrutar), ius migrandi (derecho de migrar) o ius habere (tener derecho). Un importante sector de la romanística se esfuerza, con base en la evolución histórica del derecho europeo, en deslindar este sentido subjetivo del término ius del concepto de derecho subjetivo, incardinado en una concepción del derecho tributaria de concepciones filosóficas nacidas en la época moderna y ajeno a la experiencia romana. Para subrayar esta diferencia, se destaca la esencial unidad de significado de la palabra ius en Roma. La expresión tener un ius equivaldría, según esta concepción doctrinal, a estar en condiciones de recibir el reconocimiento judicial de la propia posición en caso de conflicto jurídico y debería ser entendida como tener un ius (en sentido objetivo) a mi favor. Dicho de otro modo, el ius (en sentido subjetivo) corresponde a quien se encuentra en una situación o lleva a cabo un comportamiento considerados como ius (en sentido objetivo). Más allá de lo acertado de este planteamiento doctrinal, no debe ignorarse, en todo caso, la proximidad de significados del uso subjetivo del término ius y de la idea de derecho como facultad desarrollada por la ciencia jurídica moderna.

			6.Ius como tribunal

			Ius es también el lugar desde el que se administra justicia: el tribunal del órgano político al que se le encomienda la declaración oficial del ius (iurisdictio) (D. 1, 1, 11 Paul. 14 Sab.). Las actuaciones ante el tribunal se realizan in iure.

			7.Ius y iustitia

			Cicerón define la justicia como hábito del ánimo que atribuye a cada uno su dignidad, conservada la utilidad común (iustitia est habitus animi communi utilitate conservata suam cuique tribuens dignitatem [Cic. de inventione 2, 160]). El jurista Ulpiano, sobre la traza de la definición ciceroniana, describe la justicia como constante y perpetua voluntad de dar a cada uno su derecho [constans et perpetua voluntas ius suum cuique tribuendi] (D. 1, 1, 10 pr. Ulp. 1 reg.). La justicia es virtud —hábito, dice Cicerón— operativa —constans et perpetua voluntas, para Ulpiano— que se concreta en atribuir —dar— a cada uno lo que le corresponde —su dignidad, desde el punto de vista filosófico; su derecho, en la definición del jurista—. A diferencia de Cicerón, el jurista no menciona en su definición la preservación de la utilidad común, puesto que este límite se encuentra implícito en el propio concepto de ius, cuya atribución es objeto de la justicia ulpianea.

			Ius y iustitia no se identifican. La justicia, causa y fin del ius, es una realidad externa a él. Es causa o motor del reconocimiento y protección de los derechos —en sentido subjetivo— por medio del derecho —en sentido objetivo—. Es fin porque el derecho busca la justicia, o mejor, lo justo en el caso concreto. El ius —en sentido objetivo— es el instrumento para la consecución de lo justo —lo bueno y lo equitativo, en la definición de Celso—, que se logra mediante la atribución de ese ius —en sentido subjetivo— a quien le corresponde.

			En cuanto instrumento —al servicio de la justicia— se dice que los pueblos usan del ius (cfr. Gai. 1, 1) —en sentido objetivo—.

			8.De ius a derecho

			A partir del siglo v d. C., la palabra ius es sustituida por directum. Se trata de un reemplazo de términos por el que el segundo asume todos los significados correspondientes al primero.

			Directum (directo, derecho), participio del verbo dirigo (dirigir, enderezar), está vinculado con directio (camino recto), que sugiere un modelo de conducta marcado por la ley (sea esta externa o interna a los individuos). En todo caso, el reemplazo de ius por directum se explica por el sentido último que posee el nuevo término. Etimológicamente, dirigo proviene de rego (regir, gobernar), verbo del que derivan también rex (rey) y regnum (reino). A su vez, la raíz reg- se remonta al indoeuropeo, expresando la idea de rectitud. Esta raíz indoeuropea pervive en las lenguas de origen germánico a través de términos empleados para referirse al derecho, como Recht (derecho en alemán) o right (derecho subjetivo en inglés).

			La sustitución de ius por directum encierra también un cambio semántico que no incide tanto en el sentido moral de lo correcto, adecuado o lícito, expresado por el segundo término, pero ya presente en el significado originario de ius, sino principalmente en la nueva procedencia o fuente principal del derecho en la época durante la que se opera esta transformación: la ley, que asume como misión ordenar o enderezar la conducta de los ciudadanos. El uso de directum plantea un distinto enfoque de la misma realidad significada por ius. El ius nace del iudicium; posee un planteamiento judicial fundacional que condiciona toda su existencia y evolución. El derecho nace de la ley, que marca a los ciudadanos el camino que han de seguir. Ciertamente esta mutación surge en época de influencia cristiana, pero es plenamente coherente con la transformación política de Roma en la época postclásica, con independencia de que la orientación fijada por el poder público a través de la ley se establezca desde presupuestos cristianos.

			Directum pasó del latín vulgar a las lenguas romances (droit, diritto, dret, direito, derecho), y con él la idea de rectitud que encierra. En estas lenguas, sin embargo, se conservan sustantivos (jurisprudencia, jurista, juicio, juez, jurisdicción), adjetivos (jurídico, judicial, jurisdiccional) o verbos (juzgar) derivados de la vieja voz latina, como prueba de que la realidad que nombran ius y directum es la misma, más allá de los diversos enfoque que plantea cada término.

			III.FUNDAMENTOS DEL DERECHO DE ROMA

			9.El fundamento primigenio del derecho fue la voluntad divina. La comunidad primitiva consideraba necesario organizar la vida social con base en la percepción que tenía de la ordenación social querida por la divinidad, lo que se juzgaba imprescindible para mantener la pax deorum. Para ello, los actos sociales de mayor relieve se realizaban cara a la divinidad y de conformidad con el ritual aprobado por los sacerdotes, mediadores entre dioses y hombres. A lo largo del tiempo, este sentido de la voluntad divina se plasma en la tradición, expresada en la costumbre, que puede considerarse primera fundamentación formal del derecho. Desde mitad del siglo v a. C., con la promulgación de la ley de las XII Tablas, el derecho, sin cambiar los pilares asentados por la tradición, pasa a fundarse en el consenso de los ciudadanos, la voluntad popular. Posteriormente, cuando Roma se expande y gobierna y ordena el mundo meditarráneo, se descubrirá una base más general de la ordenación jurídica en la razón natural, común a todos los hombres. Esta triple fundamentación —costumbre, ley y razón natural— parece comprenderse sintéticamente en la regla del jurista Modestino: pues todo derecho o lo hizo el consenso o lo estableció la necesidad o lo fundó la costumbre (D. 1, 3, 40 1 Mod. 2 reg.).

			Por otra parte, la ordenación jurídica romana se condensa en los tres preceptos del derecho formulados por el jurista Ulpiano a principios del siglo III d. C.: vivir honestamente, no dañar a otro y dar a cada uno lo suyo (D. 1, 1, 10, 1 Ulp. 1 reg.), que subyacen al conjunto de instituciones, procedimientos y reglas que constituyen el derecho romano.

			IV.DERECHO PÚBLICO Y DERECHO PRIVADO

			10.Los juristas distinguen también el derecho público (ius publicum) y el derecho privado (ius privatum). Según la célebre distinción de Ulpiano, hay dos posiciones de [para] este estudio [del derecho], lo público y lo privado. derecho público es el que mira al estado de los asuntos de Roma, [derecho] privado el que se refiere a la utilidad de los particulares, pues ciertas cosas son útiles públicamente, otras privadamente. El derecho público consiste en la regulación de los ritos sagrados [sacra], en los sacerdotes y en los magistrados; el derecho privado es tripartito, pues se conforma de preceptos naturales, de gentes y civiles (D. 1, 1, 1, 2 Ulp. 1 inst.). De acuerdo con este criterio, el derecho público se consagra a la organización y funcionamiento de la comunidad política, e incluye el derecho sacral (ius sacrum) —no se debe olvidar que la religión romana es de carácter público—, compuesto de un derecho augural (ius augurale) que prescribe el ritual de los augures, un derecho pontifical (ius pontificium), que se ocupa de los actos pontificales y un derecho fecial (ius fetiale) que somete a reglas formales la actuación de Roma en las relaciones con otros pueblos —en especial, con respecto a la guerra y la paz—. El derecho privado se ocupa de ordenar las relaciones entre los particulares y comprende el derecho civil (ius civile) que afecta sólo a los ciudadanos (D. 1, 1, 6 pr. Ulp. 1 inst.), el derecho de gentes (ius gentium), que vincula a los miembros de todas las comunidades del orbe (D. 1, 1, 4 pr. Ulp. 1 inst.) y el derecho natural (ius naturale) que, según la definición ulpianea, la naturaleza enseñó a todos los animales (D. 1, 1, 1, 3 Ulp. 1 inst.).

			En otro sentido, y dentro del ámbito del derecho privado, se suele hablar de ius publicum para aludir a aquella parte de la regulación jurídica que se impone a la voluntad de los particulares (ius cogens) no pudiendo ser alterada por acuerdos privados (el derecho público no puede ser cambiado por pactos de los particulares [D. 2, 14, 38 Pap. 2 quaest]).

			V.DERECHO Y ACCIÓN

			11.En el ámbito del ius privatum existe una íntima relación entre ius y acción (actio). La acción es el acto de defensa de un derecho mediante un juicio. Presupone la existencia del derecho y, consecuentemente, la intervención de la comunidad política y no debe confundirse con el acto de autodefensa puro, concepto éste previo a la existencia de cualquier modo evolucionado de organización social.

			La primera forma de reacción a un ataque externo consistió en el acto de autodefensa por medio de la violencia privada (vis privata). La constitución de la sociedad política supuso inicialmente el sometimiento de la vis privata a una serie de ritos sacrales en presencia de un representante de la comunidad, que los legitimaba (vis privata legitima). De este modo el acto de autodefensa se convierte en acción inicialmente encaminada a recibir la aprobación de la divinidad, manifestada en la victoria que el litigante vencedor obtiene en la lucha ordálica. Por otra parte, el ejercicio de este acto reglado de autodefensa constituye la primera manifestación del ius, en orden a la cual surgió la jurisdicción —iurisdictio, facultad de declarar públicamente el ius— como función política, por cuanto la presencia del poder público en el rito sacral de autodefensa lo convierte en ius. Posteriormente la lucha ordálica se ritualiza y el interesado se verá compelido a solicitar y aceptar el juicio (iudicium) de la comunidad sobre la existencia del derecho, de la lesión producida y de la naturaleza y proporción del acto de autodefensa solicitado. Se inicia así un lento proceso histórico en el que la vis privata fue progresivamente limitada primero y sustituida después por la vis publica en la defensa de los derechos de los particulares. Los juristas romanos contemplan frecuentemente el ius desde la óptica de la acción, de modo que en su lenguaje la atribución de una acción implica el reconocimiento del derecho defendido por ésta.

			Distinto de la acción es el interdicto, orden emanada del poder para proteger una situación de hecho vinculada a un interés público. Esta orden se dicta frecuentemente en beneficio de particulares, pero, a diferencia de la acción, el interdicto no reconoce, en principio, al beneficiario ninguna clase de derechos.

			VI.RASGOS DEFINITORIOS DEL DERECHO ROMANO

			12.Auctoritas y potestas en la creación del ius. derecho doctrinal. Casuismo. Carácter jurisdiccional

			Suele afirmarse que el derecho en Roma es fruto de la colaboración de dos instancias complementarias, caracterizadas respectivamente por el prestigio social o político (auctoritas) —manifestado en el reconocimiento comunitario de competencia o sabiduría a quienes la encarnan — y por la ostentación del poder público (potestas). En efecto, durante la mayor parte de su historia el derecho de Roma, en especial el privado, es materialmente un derecho doctrinal, vinculado a la resolución de conflictos y elaborado por un grupo de técnicos independientes que se consagran al desarrollo de la jurisprudencia, ciencia autónoma por sus principios, por su método y por su finalidad. Esta creación jurisprudencial se reviste de forma jurídica cuando es asumida por los órganos sociales a los que la comunidad política encomienda la administración de justicia. La vinculación de la creación del ius a la resolución de situaciones conflictivas permite definirlo como un derecho casuístico. Por lo demás, la vinculación de la actividad jurisprudencial a la administración de justicia implica que el derecho privado posea también un marcado carácter jurisdiccional y abierto, puesto que frecuentemente avanza por medio de la apertura de nuevos cauces procesales para la defensa de situaciones no previstas en el derecho preexistente al conflicto que requiere solución. En cuanto al derecho público —durante el mismo período—, la autoridad corresponde al Senado y la potestad al pueblo y a los magistrados.

			13.Carácter personalista. Formalismo. Respeto por la tradición. Coexistencia de sistemas jurídicos

			Otros rasgos marcan la evolución del derecho romano. En primer lugar, su inicial carácter personalista, en cuanto que ordenación únicamente aplicable a los miembros de la comunidad romana, fue superado de modo progresivo por medio de diversos expedientes, a medida que, al entrar Roma en contacto con los pueblos del Mediterráneo e incorporarlos progresivamente a su Imperio, se hizo necesario ordenar las relaciones y resolver los conflictos que se planteaban entre privados de diversas nacionalidades. Finalmente, la concesión de la ciudadanía a todos los habitantes del Imperio mediante la constitutio Antoniniana de 212 d. C. (Papiro Giessen 40 col. I; Cass. Dio 77, 9, 5) supuso en la práctica la transformación del derecho romano en un ordenamiento territorial.

			En segundo término, el carácter formalista del derecho romano más antiguo, que debe ser puesto en conexión con el ritualismo religioso de sus instituciones y exigió el empleo de modos solemnes de celebración para la validez de los actos jurídicos, fue paulatinamente abandonado a lo largo de la historia, con el consiguiente reconocimiento de trascendencia a la voluntad real de los agentes jurídicos.

			Se debe destacar, por último, el respeto por la tradición que lo caracteriza y que tiene como consecuencias principales la tendencia a evitar la derogación de los preceptos jurídicos caídos en desuso, los cuales simplemente se abandonan, así como la coexistencia de sistemas jurídicos sucesivos, fundamentados en principios parcialmente divergentes, que regulan frecuentemente materias comunes de modo contradictorio. En este sentido, el jurista Gayo parece referirse a los derechos del Pueblo romano (iura Populi romani [Gai. 1, 2]) por cuanto la ordenación jurídica romana se articula en una pluralidad de sistemas jurídicos cuyos preceptos emanan de diversos tipos de fuentes.

			VII.PERIODIZACIONES DE LA HISTORIA DEL DERECHO ROMANO

			14.Periodizaciones política y jurídica

			El derecho evoluciona y se transforma al ritmo que le marca la sociedad a la que sirve y con la que, en cierta medida, interactúa. El estudio del derecho de la civilización romana, que se desarrolló temporalmente durante más de un milenio —si se entiende concluida aquélla con la muerte del emperador Justiniano—, ha de tener en cuenta esta circunstancia. Durante todo ese tiempo, el derecho de Roma conservó su identidad por encima de las profundas transformaciones a las que se vio sometido. En esta evolución jurídica existe una línea de continuidad en la que la fijación de acotaciones resulta artificial. No obstante, para facilitar la comprensión de las principales fases por las que atraviesa el derecho romano, suele dividirse su historia en períodos, en cada uno de los cuales sea posible descubrir un conjunto de caracteres comunes que lo identifiquen y distingan de las restantes épocas históricas. Se han ensayado múltiples periodizaciones, fundadas principalmente en dos criterios. El primero es el de la historia política y, con base en él, se distinguen la época monárquica (753 a. C.-509 a. C.), la época de la Alta República (509 a. C.-367 a. C.), la de la Baja República (367 a. C.-27 a. C.); el período del Principado (27 a. C.-284 d. C.) y el del Dominado (284 a. C.-476 d. C./565 d. C.).

			Entre las periodizaciones que toman como base la historia del derecho privado, se encuentra muy extendida la que diferencia una época arcaica (753 a. C.-367 a. C.), en la que se conforman los caracteres esenciales del derecho civil romano, otra preclásica (367 a. C.-130 a. C.), caracterizada por la incorporación a Roma de los principios universales del derecho de gentes a través de la jurisdicción del pretor, la época clásica (130 a. C.-230 d. C.), durante la cual la creación del derecho es obra material de un grupo de expertos, no incorporados en condición de tales a las instituciones políticas que tienen encomendada la administración de justicia, una época postclásica (230 d. C.-527 d. C.) y la época justinianea (527 d. C.-565 d. C.).

			15.Periodización jurídico-política

			En esta obra se sigue una periodización que pretende, primando la historia jurídica, no olvidar la evolución de la sociedad política en la que se crea y desarrolla el derecho cuya historia se divide en períodos. En virtud de estos criterios de división, la época arcaica (753 a. C.-300 a. C.) se extendería desde la fundación de la ciudad hasta al 300 a. C. y tendría como eje central la fecha del 450 a. C., en la que se aprobarían las XII Tablas —fuente de todo el derecho romano público y privado (Liv. 3, 34. 6) —. Durante este período inicial, se conforman las principales instituciones políticas de la comunidad romana, los caracteres esenciales de su derecho civil (ius civile) y un modo de litigar oral, solemne y reservado a los ciudadanos (legis actiones).

			En los albores del siglo III a. C. se produce una serie de transformaciones políticas, sociales y jurídicas que anuncia la aparición de un nuevo período. Por una parte, culmina la integración de la plebe y el patriciado. En efecto, en el año 300 a. C., la lex Ogulnia permite el acceso de los plebeyos al colegio pontifical y poco después (286 a. C.) la lex Hortensia equipara definitivamente las decisiones de la plebe a las leyes aprobadas por el pueblo. En otro orden de asuntos, pero en relación con este fenómeno, en el 304 a. C. se publican los formularios pontificales necesarios para litigar por medio de las acciones de la ley, abriéndose con ellos el conocimiento del derecho a los particulares y, en consecuencia, la posibilidad de que éstos se dediquen a la actividad jurisprudencial Todos estos acontecimientos se suceden en el marco de un proceso de expansión de la comunidad romana por el Mediterráneo que conocerá en las décadas siguientes una fulgurante aceleración como consecuencia de su triunfo en la primera guerra púnica, factor decisivo en la transformación económica de Roma. Este nuevo momento social, político y económico inaugura la llamada época clásica de la historia jurídica romana (300 a. C.-284 d. C.), la cual se caracteriza por la creación jurisprudencial del derecho y su vinculación con un nuevo modo de litigar —surgido en los primeros decenios de este período— escrito, no formalista, ágil y abierto a los extranjeros (agere per formulas).

			Dentro del amplio arco temporal que abarca la época clásica se distinguen tres períodos: la época preclásica, la época clásica republicana y la época clásica imperial. En primer término, y de modo principal en relación con el derecho privado, la denominada época preclásica (300 a. C.-150 a. C.) es una fase inicial de la época clásica, sólo en cierto sentido independiente de ella, que se extiende desde la privatización de la actividad jurisprudencial hasta la fecha aproximada de publicación de las primeras obras jurídicas de carácter científico. Se trata de un período en el que se sientan las bases políticas y jurídicas que sostendrán la gran creación doctrinal del derecho clásico. Durante esta fase, Roma consolida su expansión territorial, hacia occidente primero y hacia oriente después, sometiendo e incorporando a la civilización romana las comunidades que pueblan las tierras conquistadas . Esta nueva situación exige que se amplíen las fronteras del ius, mediante el desarrollo del modo de litigar per formulas, que da cobertura a nuevos negocios no contemplados en el ius civile y protege a los extranjeros que participan en ellos.

			La época clásica republicana (150 a. C.-el 27 a. C.), coincidente con la fase final de la República, contempla la superación del nacionalismo jurídico romano inicial y la consolidación de un modo de creación doctrinal del derecho sustentado en la labor de los juristas, grupo de expertos que privadamente desarrollan de modo racional el derecho por vía de interpretación. Culturalmente resulta decisivo el encuentro con la cultura helenística, que influye a través de los educadores griegos en la formación de las nuevas generaciones de las élites romanas. En este período resulta crucial la incorporación a la creación jurisprudencial de los instrumentos que proporcionan la filosofía y, en particular, la lógica helenísticas. El viejo conocimiento sapiencial de los juristas se transforma en ciencia merced a este nuevo método de estudio y exposición del derecho que, no obstante, se adapta al carácter casuístico que acompañó la actividad de la jurisprudencia romana desde su origen.

			La época clásica imperial (27 a. C.-284 d. C.) es la correspondiente a la actividad jurídica que se desarrolla durante el Principado. Tras el colapso de la República, el nuevo régimen instaurado por Augusto conserva las estructuras políticas, las fuentes y las instituciones jurídicas republicanas, controladas y transformadas por el nuevo poder del príncipe. Surgen además paralelamente nuevas funciones públicas al amparo del régimen, nuevas fuentes de creación del derecho, fruto de la actividad normativa de este, y un nuevo modo de litigar (cognitio extra ordinem). La jurisprudencia de este período armoniza este mosaico de fuentes jurídicas de diversa naturaleza a través de la actividad de interpretación del derecho. Durante la época clásica imperial alcanzan máximo alcance tres caracteres del ordenamiento romano que provienen de épocas anteriores: la superación del formalismo, que cede progresivamente el paso a la equidad natural como fundamento material de todo el derecho; la racionalidad de la creación jurídica, que se plasma en la plena madurez doctrinal de la jurisprudencia de este período, y la universalización del derecho romano, que culmina con la concesión de la ciudadanía a todos los habitantes del Imperio (Constitución Antoniniana de Marco Aurelio Antonino Caracalla [Papiro Giessen 40 col. I; Cass. Dio 77, 9, 5]).

			La época postclásica (284 d. C.-565 d. C.) coincide con el régimen político del Dominado, surgido —tras la gran crisis económica, política e institucional generada en el siglo II d. C.— de las reformas constitucionales operadas durante los gobiernos de Diocleciano (284 d. C.-305 d. C.) y Constantino (306 d.C.-337 d.C.), y se extiende hasta la muerte del emperador Justiniano I. Las tendencias centrífugas, de carácter político, económico y cultural, ocultas durante el Principado en la diversidad de pueblos, etnias y culturas que integran el Imperio, unidas a una crisis institucional en el gobierno del Imperio y a una crisis económica sistémica, exigen la reforma del sistema político en el que se había sustentado el dominio de Roma sobre el mundo Mediterráneo durante la época clásica. Surge así un régimen definitivamente monárquico que reorganiza la administración del territorio y gobierna apoyado en una sólida burocracia rígidamente jerarquizada. la división del mundo romano en dos Imperios, occidental y oriental. La estructuración del ejercicio del poder en zonas territoriales culmina tras la muerte de Teodosio I (395 d. C.) con la definitiva división del Imperio en dos partes, adaptadas a las características culturales y económicas de cada una de las dos grandes zonas en que se divide el territorio imperial. Por otra parte, la crisis del siglo III d. C. evidenció la necesidad de fundar la sociedad romana sobre nuevas bases, de modo que las funciones públicas, hasta ese momento desarrolladas en gran medida por las élites sociales, se estatalizan. A esta tendencia no escapa el derecho, cuya principal fuente de creación será la ley, identificada ahora con la decisión del emperador, depositario de la voluntad popular. Conserva, no obstante, valor el acervo de saber generado por la jurisprudencia clásica. En conexión con el asentamiento del nuevo sistema político y sus consecuencias para el ámbito jurídico, la cognitio extra ordinem sustituye por completo al agere per formulas como procedimiento civil para la resolución de conflictos. El derecho de la época postclásica se ve influido por tres factores que condicionan su desarrollo en distinta medida de modo diverso según los territorios. Existe una vulgarización de las instituciones jurídicas, especialmente manifestada en el occidente romano, consecuencia de la pérdida del nivel cultural, económico e institucional que sufre esa parte del Imperio. Esa tendencia vulgarizante convive, y en parte se confunde, con la influencia creciente de las costumbres germánicas de las élites que se hacen progresivamente con el control del Imperio romano de occidente hasta el momento final producido en 476 d. C. En la parte oriental del Imperio emerge la nunca perdida influencia helenística, transformando las instituciones jurídicas mediante la asunción de costumbres que habían pervivido en la práctica jurídica de estos territorios durante la época clásica y en el período postclásico reciben reconocimiento legal. Finalmente, el cristianismo, a través de sus principios morales y de las normas y preceptos emanados de la jerarquía eclesiástica, ejerce creciente influencia sobre la evolución del derecho romano en ambas partes del Imperio — ya desde el Edicto de Milán de Constantino y Licinio (a. 313 [Lact. mors. pers. 48]), sobre tolerancia de cultos, pero de modo vehemente con el edicto de Tesalónica de Teodosio I (a. 380 [CTh. 16, 1, 2; CJ. 1, 1, 1]) que eleva al Cristianismo a religión oficial del Imperio— .

			Aunque parte integrante de la época postclásica, por su vocación renovadora de la clasicidad romana y su singular trascendencia para la conservación y transmisión de derecho romano clásico, se reserva de modo específico la denominación de época justinianea para el reinado de este emperador (527 d. C. a 565 d. C.).

			VIII.FUENTES DE PRODUCCIÓN Y FUENTES DE CONOCIMIENTO

			16.Fuentes de producción

			A lo largo de estas páginas se alude con frecuencia a las fuentes del derecho romano. Es preciso distinguir entre fuentes de producción y fuentes de conocimiento.

			Fuentes de producción son tanto los actos a través de los cuales se crea el derecho como los órganos sociopolíticos de los que emanan esos actos. En este sentido, Cicerón (Topic. 28), al afirmar que el derecho civil es el que consiste en leyes, senadoconsultos, cosas juzgadas, la autoridad de los peritos en derecho, los edictos de los magistrados, la costumbre y la equidad, propone las que a su criterio son fuentes del derecho en la época final de la República. Por su parte, el jurista Gayo (siglo II d. C.), tras iniciar su obra afirmando que todos los pueblos se rigen por leyes y costumbres (omnes populi, qui legibus et moribus reguntur [Gai. 1, 1]), enumera las fuentes del derecho romano imperial al declarar que los derechos del pueblo romano constan de leyes, plebiscitos, senadoconsultos, constituciones de los príncipes, edictos de los que tienen la facultad de publicarlos y respuestas de los prudentes (Gai. 1, 2). La primera parte de esta obra estudia las fuentes de producción del derecho romano y su evolución a lo largo de la historia.

			17.Fuentes de conocimiento

			Las fuentes de conocimiento son los documentos y restos de cualquier género que proporcionan información sobre el derecho de Roma. Dentro de las fuentes de conocimiento se distinguen las técnicas o jurídicas, que son los documentos que contienen actos de creación, de aplicación o de explicación del derecho, de las fuentes atécnicas o literarias, restos de diversa naturaleza, que aportan noticias sobre la esencia, los caracteres, el contenido o la aplicación del derecho romano.

			17.1. Fuentes de conocimiento jurídicas. Las fuentes jurídicas conservadas han llegado al presente por diversas vías y en distintos soportes. Una parte de las relativas al derecho público se conserva grabada en piedra o en bronce. Son las llamadas fuentes epigráficas. Es el caso de las leyes municipales, que se otorgaban por Roma para constituir un municipio o colonia, y contenían las reglas de organización y funcionamiento de la nueva comunidad. El territorio de la Bética, parcialmente coincidente con la actual Andalucía, ha sido particularmente fértil en hallazgos de esta naturaleza. Destacan la lex Genetivae Iuliae Ursoniensis, o ley de Osuna, las leges Salpensana y Malacitana y, de modo principal por el volumen de información que aporta, la lex Flavia Irnitana, estatuto de Irni, desconocido municipio posiblemente situado en la Sierra Sur sevillana.

			Las fuentes jurídicas para conocer el derecho privado suelen recibirse en papiros o pergaminos, aunque también en otros soportes. En concreto, se conservan en láminas de bronce o tablillas enceradas documentos de la práctica negocial que dan testimonio del derecho utilizado en la época clásica. Es el caso de los documentos hallados en Pompeya y Herculano, cuyo conocimiento ha permitido confirmar la información proporcionada por las fuentes jurídicas principales, muchas de las cuales proceden de copias elaboradas varios siglos después de la redacción del original, coetáneo de estos documentos negociales.

			Las obras jurídicas se transmiten en ocasiones directamente. Muestra de ello son las Instituciones de Gayo, manual introductorio al estudio del derecho, publicado en el siglo II d. C., que se ha conservado en una copia del siglo v. En relación con el derecho clásico, la mayoría de las fuentes de la época han debido ser reconstruidas a partir de escritos posteriores en los que se contienen citas o fragmentos de las originales. Así sucede con los Códigos Gregoriano y Hermogeniano cuyo contenido nos llega a través de los Códigos Teodosiano y Justiniano o con el propio Código Teodosiano y las Pauli Sententiae, obra posclásica de autor desconocido, cuyo tenor se conoce principalmente por haber sido incluida una gran parte de ambos en la Lex Romana Wisigothorum. La reconstrucción de todas estas obras exige, en la medida de lo posible, integrar el contenido que se conserva en la fuente principal con fragmentos transmitidos a través de otras fuentes. Este método de trabajo ha resultado de capital importancia para la reconstrucción de las obras de los juristas clásicos, perdidas casi en su totalidad y cuya principal fuente de transmisión es el Digesto, que, como se ha indicado anteriormente, contiene una exposición general del derecho elaborada mediante la recopilación de fragmentos de obras de los juristas clásicos. Esta actividad de reconstrucción, denominada palingenesia iuris civilis, sigue el método iniciado por el romanista alemán Otto Lenel, que toma como base las inscripciones de cada uno de los fragmentos que componen el Digesto, en las que se hace mención del autor, de la obra y del libro que, dentro de ella, contiene el fragmento citado. De este modo, se puede trasladar cada uno de ellos al libro del que procedía e integrar el resultado con fragmentos procedentes de otras fuentes, ordenando los textos dentro de cada libro con diversos criterios filológicos, sistemáticos, jurídicos o comparativos. En un segundo momento, los resultados obtenidos pueden ser complementados por las citas de juristas más antiguos que figuran en las obras de juristas posteriores. Con la palingenesia se han logrado recuperar en gran medida las obras jurisprudenciales del siglo III d. C., en menor extensión las del siglo II d. C. y de modo reducido las de los siglos i a. C. y i d. C.

			Dos últimas observaciones deben realizarse en relación con las fuentes de conocimiento jurídicas. En primer término, aquellas que constituyen vehículo de transmisión de obras clásicas proporcionan simultáneamente información directa sobre el derecho de la época en la que fueron elaboradas. En segundo lugar, en el estudio de los documentos jurídicos romanos contenidos en papiros y en pergaminos, no puede ignorarse la circunstancia de que han sufrido un largo proceso de transmisión textual en el que se han podido ver afectados tanto por errores formales producidos en ese proceso como por modificaciones formales o sustanciales ocasionadas por la necesidad de adaptar su contenido a los cambios producidos en el derecho vigente. Sobre este aspecto se volverá al concluir el estudio de la evolución histórica del derecho Romano.

			17.2. Fuentes de conocimiento literarias. Las fuentes literarias complementan a las jurídicas, que deben considerarse esenciales para el conocimiento del ius, pero, no obstante ese carácter accesorio, no pueden ser minusvaloradas, pues en ocasiones aclaran el sentido de aquellas o suplen las lagunas ocasionadas por la carencia o deficiencia de la documentación jurídica que ha llegado hasta la actualidad. En relación con el derecho público, las fuentes literarias son además de capital importancia, pues la mayor parte de la información que se posee sobre la organización política romana procede de ellas. Aunque puede considerarse fuente literaria cualquier resto arqueológico que dé noticias sobre el derecho de Roma, la información procede de modo principal de autores literarios. Entre ellos se debe destacar a Marco Tulio Cicerón, político, filósofo, abogado y orador del siglo i a. C., buena parte de cuya obra se conserva. Cicerón, cuyo conocimiento y participación en la práctica del derecho lo sitúa próximo a los testimonios jurídicos y es fuente de información, en ocasiones principal, tanto del derecho público como del derecho privado republicano.

			A título de ejemplo y sin pretensión de exhaustividad, se deben mencionar, en primer término, historiadores romanos antiguos como Fabio Píctor, Cincio Alimento y Marco Porcio Catón; clásicos republicanos como Polibio, Salustio o César; imperiales como Tito Livio, Plinio el Viejo, Dionisio Halicarnaso, Tácito, Suetonio, Plutarco, Dion Casio, los Scriptores Historiae Augustae, Apiano de Alejandría, Flavio Josefo, Amiano Marcelino y, en el ámbito cristiano, Eusebio de Cesarea.

			En el campo de la retórica, estrechamente vinculado al mundo jurídico, deben mencionarse Séneca el Rétor, Quintiliano y Plinio el Joven, conocido éste por sus epistulae, correspondencia del autor con diversos interlocutores, entre ellos el emperador Trajano. Por otra parte, es de interés para la fundamentación del derecho la obra del filósofo Séneca. De eruditos como Aulo Gelio, autor de las Noches Áticas y Macrobio, creador de las Saturnalia, que relatan anécdotas y curiosidades de tiempos antiguos, se obtiene información sobre la vida política, social y jurídica de las épocas arcaica, preclásica y clásica inicial; filólogos, como Varrón y Festo aportan información esencial sobre el origen, significado y uso de las palabras en el período final de la República e inicial del Principado y Valerio Probo redacta un libro sobre abreviaturas o siglas jurídicas, conservado parcialmente, de gran utilidad para el estudio del derecho procesal. En el campo de la literatura, los dramaturgos Plauto y, en menor medida, Terencio, al dibujar un fresco de la vida romana republicana, proporcionan información de primera mano sobre la práctica del derecho en esa época. En cuanto a los poetas, como Catulo, Propercio, Virgilio, Ovidio u Horacio, junto a noticias de diverso interés para la historia del derecho, dan testimonio de las conexiones semánticas entre el campo jurídico y otras facetas de la vida humana y social. También resultan útiles las aportaciones de escritores técnicos como Vitrubio, en arquitectura, Galeno, en medicina, o Vegecio y Frontino, en el arte de la guerra. Finalmente, los Padres de la Iglesia, como San Agustín, San Jerónimo o San Antonio y otros escritores eclesiásticos como Lactancio, son fuente de conocimiento para el derecho de la época posclásica.
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